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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis  (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720160060500 

Demandante:          ANDRES FELIPE RUIZ RIVERA 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 64 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 
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A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 de 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  

  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 

 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 

segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 

partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 

o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
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grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 

 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 

de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   
2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 

de ella.  
   

4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  
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5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  
   

6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 

oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 

inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 
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Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones señaladas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

62a1a220b8a56bbf2269009c956bfdd7a606a69d566836b8c79e8f20f43d1247 

Documento generado en 06/07/2020 08:31:22 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720170011500 

Demandante:          GONZALO ENRIQUE CARDONA BEDOYA 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 65 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  

juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 

5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 

7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 



denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 

denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  

grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 

10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 

materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 

(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   

3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   



5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   

7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  
   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 

hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un  requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones vertidas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

2c12635147dc547066d1dd252ece315e530608a85ed815bba8a28f919640e5cb 

Documento generado en 06/07/2020 08:40:14 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720170019800 

Demandante:          JONATHAN JAVIER ROJAS ACOSTA 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 66 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales  
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  

  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 

 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 

segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 

partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 

o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 

 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 

de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   
2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 

de ella.  
   

4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  



   

5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  
   

6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 

oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un  requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 

inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 



 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones citadas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 83dcc46a204a2133c34d17e37da6cdb218af16c27630ced7d8d2a56a7d43b56c  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720170032700 

Demandante:          CLARIBERTH AGUILAR OSORIO 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 67 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  

  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 

 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 

segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 

partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 

o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 

 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 

de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   
2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 

de ella.  
   

4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  



   

5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  
   

6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 

oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 

inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 



 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones citadas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: b813bd7dfb3dbfb6e95190c70db510c01f8465378b1784736d15f72aecf61d52 

Documento generado en 06/07/2020 09:14:24 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720170032700 

Demandante:          CLARIBERTH AGUILAR OSORIO 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 67 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  

  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 

 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 

segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 

partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 

o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 

 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 

de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   
2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 

de ella.  
   

4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  



   

5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  
   

6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 

oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 

inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 



 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones citadas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: b813bd7dfb3dbfb6e95190c70db510c01f8465378b1784736d15f72aecf61d52 

Documento generado en 06/07/2020 09:14:24 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720170056800 

Demandante:          JOSÉ ALEJANDRO MORA 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 69 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  

juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 

5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 

7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 



denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 

denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  

grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 

10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 

materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 

(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   

3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   



5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   

7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  
   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 

hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un  requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 50907a1be92f8dd3c8148481a3be3363bf40a5ad3e41f4d630d555ff79a5f943 

Documento generado en 06/07/2020 09:31:59 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190002900 

Demandante:          ÁNGELA MARÍA MORENO MONTENEGRO 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 73 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 

o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 

Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 

providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   



7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  



 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 892664e99d97ba8fb2b80ef35a56c500822480775f23f66ae4f1e840f7ae8a31 

Documento generado en 06/07/2020 09:33:49 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720180031600 

Demandante:          CARLOS FERNANDO ESPINOSA ROJAS 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 70 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud a lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  

juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 

5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 

7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 



denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 

denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  

grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 

10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 

materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 

(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   

3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   



5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   

7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  
   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 

hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones vertidas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: c4a57d5448403f8c9c4b0d8252defa709551535ad1ac51b13f7410afd77236c1 

Documento generado en 06/07/2020 09:34:33 AM 



EPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720180038700 

Demandante:          DIANA MARCELA GARCÍA 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 71 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 

impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 

 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 

 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 



o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  

grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 

parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 

de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestione s 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 

 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 

diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  
   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 



pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 

de ella.  
   

4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un  requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 

diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 



En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 217a9fc0a38153337abbbda67de1cee940de10ae037b55cb4fd4b5cb01102172 

Documento generado en 06/07/2020 09:36:37 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720180054000 

Demandante:          JUAN CARLOS MORA CASALLAS 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 72 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigencia del 

precitado Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 

que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 

numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 

del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 

o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 



 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 

parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 

alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 

 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 

 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 

diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  
   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 

pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   



6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 

diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones vertidas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: dc97964f177cce162aff5d2e2cc341717ff86c581a6610f47903f085b67a6ef2 

Documento generado en 06/07/2020 09:37:16 AM 
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JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190015500 

Demandante:          MARTHA ISABEL JARAMILLO MUÑETÓN 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 74 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 

que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 

numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 

del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 

o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 



 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 

parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 

alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 

 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 

 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 

diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  
   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 

pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   



6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 

diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

  

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

df156831636c576b52fe0330c8e22e039d4df7ba4a8fed9366d773caf815f10a 

Documento generado en 06/07/2020 09:39:23 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190016200 

Demandante:          EDGARDO ENRIQUE PAULINO PRETEL 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 75 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigencia del 

precitado Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 

que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 

numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 

del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 

o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 



 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 

parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 

alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 

 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 

 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 

diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  
   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 

pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   



6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Por lo que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una decisión 

parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden jurídico a 

un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con fundamento, 

en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 

indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones vertidas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 457fb136fe7d14ce533fd2240d0ee56c6cc10061e53c353dfccd5c24d51598bd 

Documento generado en 06/07/2020 09:43:35 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190017600 

Demandante:          JUAN ALEXANDER DELGADO MORALES 

Demandado:      NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINSTRACIÓN JUDICIAL 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 76 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  

  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 

 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 

segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 

partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 

o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 

 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 

de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   
2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 

de ella.  
   

4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  



   

5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  
   

6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 

oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un  requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 

inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 



 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones consignadas 

en precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 3379ea0c41fee8d7cd444fb11b3d7280c703f93d52f07899e6542cd611896a52 

Documento generado en 06/07/2020 09:44:07 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190021700 

Demandante:          OCTAVIANO CASAS SÁNCHEZ 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 77 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 

o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 

Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 

providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   



7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  



 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: ffd51b18fa18fb905d899a8f9de3172bf72ac63dd55ee47394af81706d4e3567  

Documento generado en 06/07/2020 09:46:59 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190024700 

Demandante:          CIELO SANDOVAL CABRERA y OTROS 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 78 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 383 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 

o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 

Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 

providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   



7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  



 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 84a9ac19c84273d61673b2f7fc0a6a8a86f129fbf677ec37214f7cd65e911c0b 

Documento generado en 06/07/2020 09:51:22 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190025500 

Demandante:          RICARDO FRANCISCO QUIÑONES HERNÁNDEZ 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 79 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 

o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 

Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 

providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   



7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  



 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: c5a1aaa3d1b1a70c138b8c472233dccf11142fe7bb596cf00b44c51fcc32d03c  

Documento generado en 06/07/2020 09:54:19 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190026700 

Demandante:          CLAUDIA ASTRID HERNÁNDEZ ALMANZA 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 80 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 

o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 

Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 

providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   



7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  



 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: c7779f070bbd4f88bcab0c98b9ddc490a974676f1676c550c9ab9c308f26d4f2 

Documento generado en 06/07/2020 09:59:56 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190027500 

Demandante:          ADRIANA ROCÍO DAZA PRIETO 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 81 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigencia del 

precitado Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 

señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 
que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso.  
  

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 
numeral precedente. 
 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 

 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 
del juez o administrador de sus negocios. 
 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 
de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 
o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 

denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  



grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 

o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 
alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 

público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 

sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 

Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  

   
1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 

providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 
pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   



7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   
Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 

hoc.  
   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un  requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 
diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 

que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 
acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  



 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 367e3c379e613f5bb2b76098cb5d090d1a6bf9c98792d9027a86ed424a24d763  

Documento generado en 06/07/2020 10:05:01 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190028100 

Demandante:          JAIME ORLANDO PEÑA CUERVO 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 82 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado 

Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 

que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 

numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 

del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 

o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 



 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 

parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 

alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 

 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 

 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 

diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  
   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 

pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   



6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 

diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

345e1211bdf8d8b6887a16bf415f1e5c87f4e9637a1bee2f334ed617ad53d04b 

Documento generado en 06/07/2020 10:01:54 AM 
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JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190028900 

Demandante:          SERGIO ALBERTO VERGARA SÁNCHEZ 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 84 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por 

el(a) Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación 

Judicial establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 

9 de junio de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han 

negado la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial,  

devengado por la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, 

reliquidar y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigencia del 

precitado Decreto 393 den 2013, debidamente indexada. 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo” 



 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial 

de que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) 

para realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 

306 del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales 
señaladas para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos 

que decidan el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el  
juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el 

numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 

representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 

en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las 
partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario 

del juez o administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno 

de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante 
o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal 

o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 



 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer  
grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes 
o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 

parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de 

alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona 
de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 
 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 
materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 

 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del 
proceso. 

 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. 

 
(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 

diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  
   

2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   
3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien 

pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable 
de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   



6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   
7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  

   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la 
oficina no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad 
hoc.  

   

En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo 

que conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así 

como la emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la 

bonificación judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios 

de imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa 

Velásquez, donde consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma 
indispensable de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de 

diligencias y providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la 
inexistencia del acto o la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, 
que es un requisito meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder 
decisorio emergente de la competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del 

acto en que ejerce su actividad es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 



Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

JUEZA 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 752 ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA ORAL DESCONGESTIÓN  

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 0bcb0537499f208e31728333954032424bb4a2541881b373d218c79f0e4f0ea9  

Documento generado en 06/07/2020 10:21:18 AM 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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JUZGADO 2º ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veinte (2020). 

 

 

Radicación:        11001334204720190029100 

Demandante:          JAISON MOYANO GARCÍA 

Demandado:      NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

Juzgado de Origen: 47 Administrativo de Bogotá 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A U T O No. 85 

 

Atendiendo el informe Secretarial que antecede, y en virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA 

20-11482 del 30 de enero de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura1, este Despacho 

avoca conocimiento del presente proceso y procede a resolver el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a) del Juzgado 47 Administrativo de Bogotá. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora formuló demanda contenciosa administrativa, con el objeto de obtener el 

reconocimiento y pago como factor salarial y prestacional, de la denominada “Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 1269 del 9 de junio 

de 2015. 

 

Como consecuencia solicitó, que se declare la nulidad de los actos administrativos que han negado 

la solicitud de reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial, devengado por 

la parte demandante. 

 

A título de restablecimiento del derecho pretende que se ordene a la entidad demandada, reliquidar 

y pagar las prestaciones sociales percibidas a partir de la entrada en vigor del precitado Decreto 393 

den 2013, debidamente indexada. 

 

Argumentó el(a) Secretario(a) del Juzgado en cita, que en aplicación del artículo 141 del C.G.P. le 

asiste interés directo en el reconocimiento y pago de la bonificación judicial como factor salarial de 

que trata el Decreto 383 de 2013, razón por la cual considera que se encuentra impedido(a) para 

realizar los trámites que demanda el presente asunto.  

 

 

 

 

 

                                                                 
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”  



2 
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CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero tener en cuenta, lo previsto en el artículo 146 del C.G.P., por remisión del artículo 306 

del C.P.A.C.A., dispone: 

 

“Artículo 146. Impedimentos y recusaciones de los secretarios. Los secretarios están 
impedidos y pueden ser recusados en la misma oportunidad y por las causales señaladas 
para los jueces, salvo las de los numerales 2 y 12 del artículo 141. ... Los autos que decidan 

el impedimento o la recusación no tienen recurso alguno…”. 

 

A su vez, el artículo 141 ibídem, señala:  

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 

 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto 

en el proceso.  
  
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el juez, 
su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el numeral 

precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su 
representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo 

de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el 

numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las partes.  
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario del 
juez o administrador de sus negocios. 

 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de 
sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante o 
apoderado. 

 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal o 
disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer  

grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la 
denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el 
denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer grado 
de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes o su 
representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte civil o 

víctima en el respectivo proceso penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su 
representante o apoderado. 

 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo 
grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de alguna de las 
partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona de derecho público, 

establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio público.  
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en 

el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en 
sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones 

materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio 
Público, perito o testigo. 
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13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en 
el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del proceso. 
 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo 
grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la misma cuestión 
jurídica que él debe fallar. 
 

(…)” 

 
En cuanto a las funciones de los Secretarios, el Decreto 1265 de 1970, señala:  
 

“ARTÍCULO 14. Son funciones del Secretario:  
   

1. Autorizar con su firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y 
diligencias, los certificados que se expidan y los despachos y oficios que se libren.  

   
2. Hacer las notificaciones, citaciones, y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo 
código y autorizar las que practiquen los subalternos.  

   

3. Pasar oportunamente al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse 
providencia, sin que sea necesario petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien pesos 
por cada vez que no lo hiciere; si el Juez o Magistrado no la impusiere, se hará responsable de ella.  

   
4. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez o Magistrado solicite.  

   
5. Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos.  

   
6. Custodiar y mantener en orden el archivo de su oficina.  

   

7. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos.  
   

Los Oficiales Mayores reemplazarán a los Secretarios durante sus faltas accidentales. Si en la oficina 
no existiere Oficial Mayor, las faltas accidentales del secretario se llenarán por uno ad hoc.  

   
En las audiencias y diligencias se reemplazará al Secretario por otro empleado subalterno, si lo 
hubiere, o con uno ad hoc; la posesión de este se hará constar en el expediente.” 

   
Al respecto, encuentra esta juzgadora que las funciones de los Secretarios no establecen la 

adopción de decisiones o fijación de criterios jurídicos respecto al asunto sometido a debate, lo que 

conlleva a concluir que las decisiones de fondo de la controversia que aquí se ventila, así como la 

emisión de las providencias que le den impulso al proceso que tengan relación con la bonificación 

judicial que refiere el(a) Secretario(a), serán adoptadas con sujeción a los principios de 

imparcialidad, transparencia e independencia que gobierna la labor del titular de la función 

jurisdiccional. Es por ello que, cuando se presenta alguna situación que pueda dar lugar a una 

decisión parcializada, esto es, que comprometa el recto entendimiento y aplicación del orden 

jurídico a un caso concreto, es necesario que el operador judicial en forma anticipada y con 

fundamento, en las causales determinadas taxativamente por el Legislador, exprese tal 

circunstancia. 

 

En tal sentido, vale referir la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 

del 13 de noviembre de 1971, con ponencia del Magistrado Luis Eduardo Mesa Velásquez, donde 

consideró:  

 

“Si la firma del juez o de los magistrados es un requisito de la esencia, por la forma indispensable 

de legalizar los documentos públicos, especie la cual pertenecen las actas de diligencias y 
providencias judiciales, y la consecuencia de la falta de aquella puede ser la inexistencia del acto o 
la nulidad del mismo, (…) no acontece igual con la firma del secretario, que es un requisito 
meramente formal o accidental, pues el secretario no tiene el poder decisorio em ergente de la 
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competencia, que es exclusivo del juez o tribunal y cuya firma del acto en que ejerce su actividad 
es suficiente para darle fuerza al instrumento”. 

 

Todo lo cual conlleva a concluir que no se advierte el riesgo de vulneración a los principios de 

objetividad, imparcialidad o transparencia dentro del presente trámite, razón por la que esta 

juzgadora no encuentra fundamentos legales para aceptar el impedimento planteado por el(a) 

Secretario(a). 

 

En virtud de lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

 

Primero: Avocar conocimiento del presente proceso. 

 

Segundo: Declarar infundado el impedimento propuesto por el(a) Secretario (a) del Juzgado 

Administrativo de Bogotá, descrito en precedencia, conforme las consideraciones expuestas en 

precedencia.  

 

En firme la presente providencia, ingrese el expediente al Despacho para continuar con el trámite 

que en derecho corresponde. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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